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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DE AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACIÓN

 6883 CORRECCIÓN de errores del Real Decre-
to 2353/2004, de 23 de diciembre, sobre deter-
minados regímenes de ayuda comunitarios a 
la agricultura para la campaña 2005/2006, y a 
la ganadería para el año 2005.

Advertidos errores en el Real Decreto 2353/2004, de 23 
de diciembre, sobre determinados regímenes de ayuda 
comunitarios a la agricultura para la campaña 2005/2006, y 
a la ganadería para el año 2005, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» número 309, de 24 de diciembre de 2004, 
se procede a efectuar las oportunas rectificaciones:

En la página 41704, segunda columna, en el apar-
tado 1 del artículo 19, donde dice: «1. Con carácter gene-
ral, los pagos correspondientes a las ayudas previstas en 
el artículo 1 se efectuarán entre el 1 de diciembre de 2005 
y el 30 de junio de 2006.», debe decir: «1. Con carácter 
general, los pagos correspondientes a las ayudas previs-
tas en el artículo 1 se efectuarán entre el 1 de diciembre 
de 2005 y el 30 de junio de 2006. No obstante, en el caso 
de la ayuda a los productores de lúpulo, el periodo de 
pago será entre el 16 de octubre y el 31 de diciembre 
de 2005.».

En la página 41708, primera columna, en el artícu-
lo 34.4.b), donde dice: «…el artículo 143 del Reglamen-
to (CE) n.º 1973/2004…», debe decir: «…artículo 145 del 
Reglamento (CE) n.º 1973/2004…».

En la página 41710, primera columna, en el artículo 42.a), 
párrafo tercero, donde dice: «…establecidos en el párra-
fo c),…», debe decir: «…establecidos en el párrafo b),…».

En la página 41710, primera columna, en el artícu-
lo 43.2.1.º, donde dice: «El 1 de febrero de 2005, para las 
siembras de otoño.», debe decir: «Hasta el final del plazo 
para la presentación de la solicitud única, en las siembras 
de otoño.».

En la página 41713, segunda columna, en el apar-
tado 3 del artículo 54, donde dice: «…un mes antes del 
sacrificio…», debe decir: «…un mes antes del sacrificio o 
dos meses en el caso de exportación…».

En la página 41713, segunda columna, en el artícu-
lo 55.2.b).4.º, donde dice: «…cinco y siete meses.», debe 
decir: «…seis y menos de ocho meses.».

En la página 41716, primera columna, en el artículo 63.1, 
donde dice: «…anexo XIX…», debe decir: «…anexo XX…».

En la página 41730, en el anexo III, en la columna kg/ha 
en regadío, se suprime el primer «220», y se añade «220» 

en la línea correspondiente a «Aragón, Castilla y León, 
Cataluña, Navarra, La Rioja y C. Valenciana».

En la página 41738, en el anexo VII.III.2.d), donde dice: 
«…artículo 144…», debe decir: «…artículo 147…».

En la página 41757, donde dice «Anexo XIII», debe 
decir: «Anexo XXIII».

En la página 41759, en el apartado 4.2 del anexo XXIII, 
donde dice: «…para animales de 1 a 8 meses…», debe 
decir: «…para animales de más de 1 a menos de 8 
meses…».

En la página 41760, en el apartado 4.4 del anexo XXIII, 
donde dice: «…5 meses…», debe decir: «…6 meses…».

En la página 41760, en el apartado 5.1 del anexo XXIII, 
donde dice: «…anexo 15…», debe decir: «…anexo XIV…».

En la página 41762, donde dice: «Anexo XXVII», debe 
decir: «Anexo XXVI». 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE LAS ILLES BALEARS

 6884 LEY 2/2005, de 22 de marzo, de comercializa-
ción de estancias turísticas en viviendas.

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de las Illes Balears ha aprobado y yo, en nombre del Rey, 
y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 27.2 del 
Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la 
siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. El artículo 148.1.18.ª de la Constitución Española 
establece la posibilidad de que las comunidades autóno-
mas puedan asumir la competencia en materia de promo-
ción y ordenación del turismo, en sus ámbitos territoria-
les. Por otra parte, en el artículo 10.11 del Estatuto de 
Autonomía de las Illes Balears se establece el turismo 
como competencia exclusiva de la comunidad autó-
noma.

Así, a través del Real Decreto 3401/1983, de 23 de 
noviembre, se aprobó el traspaso de competencias del 
Estado a las Illes Balears, competencias que fueron asu-
midas por el Decreto 63/1984, de 9 de agosto. A partir de 
este momento se inició un proceso normativo para la 
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regulación de los establecimientos de alojamiento turís-
tico en las Illes Balears que culminó con la Ley 2/1999, de 
24 de marzo, general turística de las Illes Balears. Así, 
existe un conjunto de normas particulares que regulan los 
requisitos y los procedimientos para la autorización y la 
inscripción en los registros correspondientes de los esta-
blecimientos de alojamiento turístico y una norma gene-
ral que realiza una función unificadora de los citados 
establecimientos y de las actividades turísticas en las Illes 
Balears.

II. La industria turística es un sector dinámico y en 
continua evolución que intenta buscar constantemente 
nuevas y originales fórmulas de oferta. Las Illes Balears 
son uno de los primeros destinos turísticos tanto en el 
ámbito nacional como en el internacional y, por razón de 
su liderazgo, se refleja de manera directa esta continua 
evolución. Así, y como consecuencia de las nuevas ten-
dencias surgidas en la industria turística en los últimos 
diez años, se ha producido en las Illes Balears una nueva 
realidad económica y social. Se ha observado la progre-
siva inclinación de los visitantes a optar por estancias de 
vacaciones, mayoritariamente en viviendas, que no pue-
den incluirse bajo el ámbito de aplicación de la normativa 
vigente en la comunidad autónoma de las Illes Balears 
como consecuencia de diferentes factores. De esta 
manera, y durante estos últimos años, se ha venido desa-
rrollando una actividad que, generando innegables bene-
ficios económicos, estaba al margen de la legalidad, con 
las inevitables consecuencias de falta de control adminis-
trativo y tributario.

Una de las funciones del legislador es dar cobertura 
legal a las nuevas situaciones que se producen en la 
sociedad. Así, esta ley responde a la necesidad de regular 
una nueva realidad económica que permitirá, entre otras 
cosas, la emergencia a la superficie legal de una actividad 
que, hasta el momento, quedaba casi al margen del 
amparo normativo. El objetivo primordial de la ley es, por 
tanto, configurar un marco legal y establecer unos princi-
pios generales para la regulación de una nueva actividad 
turística, la comercialización de estancias turísticas en 
determinados tipos de viviendas, en el marco constitucio-
nal de la libertad de empresa y de la economía de mer-
cado.

Por otra parte, es patente la proximidad jurídica de las 
estancias turísticas reguladas por esta ley con la contrata-
ción efectuada conforme a la legislación de arrendamien-
tos urbanos. Así, existe una figura regulada por la Ley 
29/1994, de 24 de noviembre, el arrendamiento de tempo-
rada, que por su similitud con las estancias turísticas 
podría constituir una vía para intentar eludir la aplicación 
de las disposiciones de esta ley. No obstante, las estan-
cias turísticas reguladas por esta ley reúnen los requisitos 
que la normativa, la jurisprudencia y la doctrina han ido 
señalando para determinar la existencia de una explota-
ción turística. Por tanto, se trata de una cesión temporal 
del uso y disfrute de la totalidad de la vivienda, a cambio 
de precio, amueblada y equipada, en condiciones de uso 
inmediato, y constituye una actividad económica que se 
ejerce de manera profesional y con finalidades lucrati-
vas.

Asimismo, para tratar de evitar los posibles fraudes 
de ley y sin perjuicio de las similitudes que sin duda tie-
nen estas dos figuras, la ley ha previsto que cuando las 
estancias por motivo de vacaciones en un determinado 
inmueble se realicen, además, con la concurrencia de lo 
que, en sentido genérico, se conoce como servicios turís-
ticos, este negocio jurídico quede bajo el ámbito de apli-
cación de la ley.

Además, se establece como segundo criterio diferen-
ciador de los arrendamientos de carácter privado el hecho 
de que la comercialización se realice a través de los ope-
radores y canales turísticos. Es indiscutible la importancia 
adquirida por Internet, tanto a nivel cualitativo como 

cuantitativo, en la realización de contrataciones de pro-
ductos turísticos, y esta norma no puede ser ajena a esta 
realidad.

Por otra parte, se ha venido observando que las 
estancias turísticas se realizan en viviendas situadas 
tanto en suelo urbano como en suelo rústico. Con la fina-
lidad de evitar que las estancias realizadas en viviendas 
situadas en suelo rústico puedan eludir la aplicación de 
la ley, no se hace ninguna distinción en este sentido. 
Cualquier estancia turística en una vivienda realizada 
con la oferta y la prestación de servicios turísticos, que-
dará sometida a las disposiciones de esta ley, con inde-
pendencia de la clase de suelo donde esté situada la 
vivienda.

Asimismo, y de acuerdo con los principios inspirado-
res de la Ley 2/1999, de 24 de marzo, general turística de 
las Illes Balears, uno de los pilares de la política turística 
de las Illes Balears es y debe ser el fomento y la mejora de 
la calidad, para estar en condiciones de ofrecer un pro-
ducto competitivo nacional e internacionalmente. De esta 
manera, y conforme a eso, la ley ha previsto para las 
viviendas objeto de estancias turísticas, la obtención de la 
acreditación de calidad, con carácter previo al inicio de la 
actividad. Este control previo permitirá que solamente se 
puedan comercializar en el mercado turístico aquellas 
viviendas que reúnan unos requisitos preestablecidos de 
calidad y que, en ningún caso, las viviendas citadas ten-
gan la condición de establecimientos de alojamiento 
turístico.

III. El título I establece el ámbito de aplicación obje-
tivo y subjetivo de la ley y delimita la actividad de comer-
cialización de estancias turísticas mediante una serie de 
presunciones. Se define el concepto de servicios turísti-
cos, se crea y regula, de manera muy general, el Registro 
General de Comercialización de Estancias Turísticas y se 
faculta a los consejos insulares para crear y gestionar sus 
propios registros

El título II se dedica a los sujetos de la actividad de 
comercialización de estancias turísticas en viviendas, 
haciendo especial mención a las obligaciones de los 
comercializadores, así como a los derechos y deberes de 
los usuarios de las viviendas. Se realiza también una 
regulación muy general de la tipología de las viviendas, 
destacando el carácter unifamiliar. Finalmente se men-
ciona de manera especial la acreditación de calidad que 
deberán obtener todas las viviendas que puedan incluirse 
bajo el ámbito de aplicación de la ley.

La inspección turística se regula en el título III, donde 
se realiza una remisión a los artículos correspondientes 
de la Ley 2/1999, de 24 de marzo.

Las disposiciones adicionales prevén, por una parte, 
que, en cuanto al régimen sancionador, se estará a lo que 
prevé la Ley 2/1999, de 24 de marzo, y, por otra parte, la 
aplicación subsidiaria de la normativa turística vigente.

Las disposiciones transitorias hacen referencia al 
plazo máximo para la obtención de licencias y premisos 
previstos en la ley y en la Ley 8/1995, de 30 de marzo, de 
atribución de competencias a los consejos insulares en 
materia de actividades clasificadas y parques acuáticos, 
reguladora del procedimiento y de las infracciones y san-
ciones; y la asunción transitoria de funciones del Registro 
General de Comercialización de Estancias Turísticas en 
Viviendas de las Illes Balears en la isla de Mallorca.

La disposición final establece un mandato al Gobierno 
para el desarrollo reglamentario de la ley.

Articulo 1. Objeto de la ley.

1. El objeto de esta ley es la regulación de la activi-
dad consistente en la comercialización de estancias turís-
ticas en viviendas en el ámbito territorial de las Illes 
Balears.
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2. Los aspectos que se regulan al amparo de esta ley 
son los siguientes:

Régimen jurídico del comercializador.
Régimen jurídico del usuario.
Tipología de las viviendas.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Las disposiciones de esta ley deben ser de aplicación a:
1. Las personas físicas o jurídicas que directa o indi-

rectamente lleven a cabo la comercialización de estancias 
turísticas situadas en las Illes Balears.

2. Los usuarios de las viviendas situadas en las Illes 
Balears que se comercialicen bajo esta modalidad.

3. Las viviendas objeto de comercialización de 
estancias turísticas en las Illes Balears.

Artículo 3. Comercialización de estancias turísticas.

1. Se comercializan estancias turísticas en viviendas 
siempre que éstas se lleven a cabo a través de operadores 
o de cualquiera de los canales de comercialización turís-
tica y cuando se ofrezcan con servicios turísticos confor-
memente a lo que dispone el artículo siguiente.

2. Sin perjuicio de lo anterior, se entenderá que hay 
comercialización de estancias cuando no se pueda acredi-
tar documentalmente, de acuerdo con la normativa apli-
cable, que la contratación efectuada sea conforme a la 
legislación sobre arrendamientos urbanos, rústicos o 
leyes especiales.

3. Las estancias que se comercialicen turísticamente 
deberán consistir en la cesión temporal del uso y disfrute 
de la totalidad de la vivienda, por lo que no se permite la 
formalización de contratos por habitaciones o la coinci-
dencia dentro de la vivienda de usuarios que hayan for-
malizado distintos contratos. Se exceptuarán aquellos 
casos en los cuales se preste el servicio de habitación en 
una vivienda catalogada por el planeamiento general 
donde el titular del establecimiento comparte el uso de su 
propia vivienda con una zona o anexo dedicado al hospe-
daje.

Artículo 4. Concepto de servicios turísticos.

A los efectos de esta ley, son servicios turísticos aque-
llos que el comercializador ofrezca directa o indirecta-
mente al usuario con el objetivo de facilitar la estancia, de 
conformidad con lo que establece el artículo 7.2.e).

Artículo 5. Registros de comercialización de estancias 
turísticas en viviendas.

1. Los consejos insulares competentes en materia de 
ordenación turística crearán y gestionarán los Registros 
de Comercialización de Estancias Turísticas en Viviendas.

2. En estos registros deberán inscribirse los comer-
cializadores de estancias turísticas en viviendas, después 
de la aportación de la documentación preceptiva previa 
que se establecerá reglamentariamente.

3. Los comercializadores de estancias turísticas en 
viviendas deberán actualizar la información facilitada en 
los registros insulares competentes.

4. Se crea el Registro General de Comercialización 
de Estancias Turísticas en Viviendas de las Illes Balears 
cuya gestión corresponde a la consejería competente en 
materia de turismo de las Illes Balears.

5. Cualquier alta, baja o modificación en un registro 
insular deberá ser comunicada por el consejo insular 
correspondiente a la consejería competente en materia de 
turismo del Gobierno de las Illes Balears para el asiento 
en el registro General.

TÍTULO I

Sujetos de la actividad de comercialización
de estancias turísticas en viviendas

CAPÍTULO I

De los comercializadores

Artículo 6. Concepto.

Son comercializadores de estancias turísticas en 
viviendas las personas físicas o jurídicas que realicen la 
actividad descrita en el artículo 3.

Artículo 7. Obligaciones.

1. Con carácter previo al inicio de la actividad, los 
comercializadores de estancias turísticas en viviendas 
tendrán las siguientes obligaciones:

a) Obtener las autorizaciones, licencias o títulos 
legalmente exigibles para el desarrollo de su actividad.

b) Presentar garantías suficientes para responder 
ante la Administración, los usuarios y terceros de las obli-
gaciones y las responsabilidades del ejercicio de su activi-
dad, en la forma y la cuantía que se determine reglamen-
tariamente.

c) Estar inscrito en los registros previstos en la ley.
d) Comunicar a la consejería competente en materia 

de turismo un domicilio en la comunidad autónoma de 
las Illes Balears, que será válido para todo tipo de notifica-
ciones y reclamaciones.

e) Todas aquellas obligaciones que se determinen 
reglamentariamente.

2. En el ejercicio de su actividad, los comercializado-
res de estancias turísticas en viviendas deberán:

a) Tener a disposición de los usuarios las hojas de 
reclamación oficiales.

b) Custodiar una copia del contrato suscrito con el 
usuario al menos durante cuatro años y tenerlo a disposi-
ción de la administración turística competente.

c) Tener a disposición de la autoridad competente el 
Libro de visitas de inspección turística.

d) Mantener en perfecto estado de conservación las 
viviendas que comercialicen y especialmente en lo refe-
rente a las condiciones por las cuales obtuvieron la acredi-
tación, de conformidad con lo que establece el artículo 12.

e) La prestación efectiva de todos los servicios ofre-
cidos que deberán determinarse reglamentariamente y 
que en todo caso incluirá:

Limpieza periódica de la vivienda.
Ropa de cama, lencería, menaje de casa en general y 

reposición de los mismos.
Mantenimiento de las instalaciones.
Servicio de atención al público en horario comercial.

f) Presentar ante la administración turística compe-
tente la relación de las viviendas que se comercialicen y 
mantenerla actualizada permanentemente.

g) Proporcionar al usuario información veraz y com-
pleta de los servicios ofrecidos.

h) Poner a disposición del cliente un manual de uso 
de la vivienda cuyo contenido debe establecerse regla-
mentariamente.

i) Disponer de un servicio de asistencia telefónica al 
usuario durante las 24 horas.

j) Disponer de un centro o local de relación con los 
usuarios turísticos, a los efectos administrativos, asisten-
ciales y de información sobre la vivienda.

k) Incluir en toda la publicidad el número de registro 
oficial del comercializador, así como el número de acredita-
ción de calidad de las viviendas objeto de comercialización.
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CAPÍTULO II

De los usuarios de las viviendas

Artículo 8. Concepto.

Son usuarios de estancias turísticas en viviendas las 
personas físicas que realizan una estancia en una vivienda 
en los términos y en las condiciones previstas en esta ley 
y en la normativa que la desarrolle.

Además de los derechos y de las obligaciones que les 
corresponden como usuarios o consumidores de bienes y 
servicios, los usuarios de estancias turísticas en viviendas 
tienen los derechos y las obligaciones que establece esta 
ley.

Artículo 9. Derechos.

Los usuarios de estancias turísticas en viviendas tiene 
derecho a:

a) Recibir información previa a la contratación, obje-
tiva, exacta y completa sobre las condiciones y las carac-
terísticas de la vivienda y de los servicios que en ella se 
ofrecen.

b) Recibir las prestaciones y los servicios en las con-
diciones ofrecidas o pactadas con el comercializador, las 
cuales tendrán carácter vinculante para éste.

c) Su seguridad personal y la de sus bienes, tranqui-
lidad e intimidad, de conformidad con la normativa 
vigente.

d) Formular las quejas y las reclamaciones que con-
sideren pertinentes.

Artículo 10. Obligaciones.

Los usuarios de estancias turísticas en viviendas tie-
nen las siguientes obligaciones:

a) Cumplir las condiciones pactadas en los términos 
del contrato suscrito con los comercializadores.

b) Pagar los precios en el lugar, la forma y el plazo 
convenidos, sin que la presentación de una queja les 
exima de esta obligación.

c) Observar las normas generales de convivencia e 
higiene y respetar las instalaciones y los bienes de la 
vivienda, como también las reglas y las prescripciones 
indicadas por el comercializador, siempre que no sean 
contrarias a lo que establece la ley.

d) Comunicar las quejas y las reclamaciones al 
comercializador durante el período de estancia.

TÍTULO II

De las viviendas

Artículo 11. Tipología de las viviendas.

Las viviendas objeto de estancias turísticas previstas 
en esta ley deben responder a la tipología de vivienda 
unifamiliar aislada en los siguientes términos:

Se entenderá por tipología unifamiliar aislada aquella 
que posibilite únicamente una vivienda por parcela, en la 
cual ninguna de sus paredes exteriores linde con una 
pared exterior de otra vivienda. En los casos en que la 
vivienda linde con pared delimitadora de parcela o exista 
más de una vivienda por parcela, se determinará indivi-
dualmente la condición de vivienda unifamiliar. En nin-
gún caso se considerarán aisladas las viviendas indepen-
dientes existentes en edificios plurifamiliares o pareados 
sometidos al régimen de propiedad horizontal o los ado-
sados entre medianeras.

Deben disponer como máximo de 6 dormitorios con 
un máximo de 12 plazas.

La dotación mínima a los efectos de esta ley de baños 
y lavabos debe ser la que resulte de la aplicación de la 
siguiente tabla: 

Número de unidades 
de alojamiento Número de baños Número de lavabos

   
1 1 0
2 1 0
3 1 1
4 2 1

5/6 3 1

 Artículo 12. Acreditación de calidad.

Las viviendas citadas en el artículo anterior deben 
obtener del organismo competente en materia de calidad 
turística la acreditación de calidad conformemente a los 
requisitos que deben establecerse reglamentariamente.

Esta acreditación de calidad tendrá una vigencia 
máxima de seis años y los propietarios o los comercializa-
dores deben solicitar su renovación dos meses antes de 
que expire su vigencia. Las renovaciones deben conce-
derse por períodos de seis años.

La citada acreditación y sus renovaciones deben soli-
citarse por escrito en la forma en que reglamentariamente 
se establezca.

No podrán comercializarse estancias turísticas en 
viviendas que no hayan obtenido la acreditación de cali-
dad prevista en este artículo o que no hayan solicitado su 
renovación.

Las viviendas que hayan obtenido la acreditación de 
calidad no adquirirán en ningún momento la condición de 
alojamiento turístico.

TÍTULO III

De la inspección turística

Artículo 13. Regulación de la inspección turística.

La inspección turística debe regularse de conformidad 
con lo que disponen los artículos 61 a 66 de la Ley 2/1999, 
de 24 de marzo, general turística de las Illes Balears, en 
aquello que sea de aplicación al objeto de esta ley.

Disposición adicional primera.

Por lo que se refiere al régimen sancionador, se estará 
a lo previsto en la Ley 2/1999, de 24 de marzo, general 
turística de las Illes Balears, en aquello que sea de aplica-
ción al objeto de esta ley.

Disposición adicional segunda

En todo lo que no prevé esta ley, será de aplicación 
subsidiariamente la normativa turística vigente.

Disposición transitoria primera

Se establece un plazo de seis meses, contadores 
desde la fecha de entrada en vigor de la norma reglamen-
taria que desarrolle la presente ley, para que los comer-
cializadores de estancias turísticas o los propietarios de 
las viviendas donde se realicen soliciten a los organismos 
competentes las autorizaciones, las licencias, los títulos o 
las acreditaciones que esta ley prevé; una vez transcu-
rrido dicho plazo, el régimen aplicable a las viviendas 
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previstas en el título II será el previsto en la normativa 
vigente sobre viviendas turísticas vacacionales.

Disposición transitoria segunda.

La comercialización de estancias turísticas no modi-
fica el uso de vivienda unifamiliar implantado en las edifi-
caciones que las acojan. No obstante, requerirá la obten-
ción de las licencias de instalación y obertura 
contempladas en la Ley 8/1995, de 30 de marzo, de atribu-
ción de competencias a los consejos insulares en materia 
de actividades clasificadas y parques acuáticos, regula-
dora del procedimiento y de las infracciones y sanciones; 
y normativa de desarrollo, si la solicitud se produce una 
vez transcurrido el plazo a que se refiere la disposición 
transitoria anterior.

Disposición transitoria tercera.

Mientras el Consejo de Mallorca no sea competente 
en materia de ordenación turística, las funciones del 

registro insular las asumirá el Registro General de 
Comercialización de Estancias Turísticas en Viviendas de 
las Illes Balears.

Disposición final.

En el plazo máximo de seis meses desde la entrada 
en vigor de esta ley, el Gobierno de las Illes Balears apro-
bará la norma de desarrollo reglamentario de lo que en 
ella se dispone.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos guarden 
esta Ley y que los Tribunales y las Autoridades a los que 
correspondan la hagan guardar.

Palma, 22 de marzo de 2005.

JAUME MATAS PALOU,
Presidente

(Publicada en el Boletín Oficial de las Illes Balears núm. 54,
de 7 de abril de 2005) 


